ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

RADICADO: 66001 22 04 003 2019 00049

ACCIONANTE: ANA CARINA HERRERA MIRANDA 
ACCIONADOS: J2PMG Y J1PCTO DE DOSQUEBRADAS

ASUNTO: IMPROCEDENTE 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA FALLO DE TUTELA / NO PROCEDE POR REGLA GENERAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD.
… se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. (…)
… la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que no procede la acción de tutela cuando sea en contra de sentencias de tutela y frente a este asunto la Corte Constitucional en la Sentencia SU-627 de 2015 precisó lo siguiente:

(a) “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla general es la de que no procede”.

(b) “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.

(c) “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit);  y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”.
… no es procedente la presente demanda de tutela para cuestionar lo decidido por los jueces accionados, toda vez que el mecanismo idóneo para que se verifique si hubo o no una vía de hecho por defecto sustantivo por indebida interpretación de una norma legal laboral al haberse dado por finiquitado el contrato laboral entre la actora y la empresa Comercializadora El Santuario, a sabiendas de que la señora Herrera Miranda se encontraba en estado de gravidez, es solicitar su revisión a la Corte Constitucional según el precedente citado.
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1. ASUNTO 

Corresponde a esta Sala decidir la acción de tutela interpuesta por la señora Ana Carina Herrera Miranda en contra del Juzgado 2º Penal Municipal  de Dosquebradas y como despacho vinculado el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, falta de motivación en la decisión judicial y desconocimiento del medio de prueba los que configuran una vía de hecho.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1. Informó la señora Ana Carina Herrera Miranda que el 27 de diciembre  de 2018 instauró una acción de tutela al considerar vulnerados su derechos fundamentales a la estabilidad laboral forzada, la salud, la vida en condiciones dignas, la igualdad y mínimo vital, por cuanto el  23 de noviembre de 2018 había puesto en conocimiento de su empleador, Comercializadora el Santuario, que se encontraba en embarazo; sin embargo, en dicha empresa le indicaron que el contrato laboral iba hasta el 24 de diciembre de 2018. 
Dicha demanda de amparo le correspondió al Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, el cual emitió fallo de primera instancia el 14 de enero de 2019 en la que luego de verificar que no existía prueba de que la señora Herrera Miranda hubiera radicado en la oficina de recursos humanos de la empresa donde laboraba la novedad de su embarazo y que el contrato suscrito con su empleador fue a término fijo, consideró que la terminación del vínculo laboral no fue injusta y en tal virtud, declaró improcedente el amparo invocado.

Por lo anterior, la señora Herrera Miranda acude nuevamente al juez constitucional afirmando que el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas desconoció las pruebas allegadas con la demanda, no tuvo en cuenta la jurisprudencia de la Corte Constitucional contenida en la Sentencia SU-075 de 2018 que señala lo pertinente sobre la alternativa laboral de una mujer embarazada con contrato a término fijo y el alcance de la protección a sus derechos fundamentales.  De tal manera, que el Despacho se basó en sus propias interpretaciones y protegió a la empresa empleadora y no a la actora.

En  el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales que consideró vulnerados por parte del Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas; ii) declarar la nulidad de lo actuado por falta de motivación en su decisión desconociendo las normas, principios laborales y el acervo probatorio presentado en la acción de tutela, especialmente el contenido como historia clínica (incapacidades); iii) en su defecto, solicitó que se revoque el fallo del 14 de enero de 2019 por lo argumentado en esta nueva acción de tutela; iv) solicitó la procedencia de la presente acción de tutela por vía de hecho frente a la vulneración de los derechos fundamentales por falta de motivación en la decisión judicial, desconocimiento de los medios de prueba y debido proceso; v) tutelar los derechos fundamentales invocados a la estabilidad laboral reforzada, la salud en condiciones dignas, mínimo vital e igualdad; vi) ordenar a la Comercializadora El Santuario que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación del fallo, proceda a ordenar y autorizar:  a) la reincorporación inmediata al cargo que ocupaba hasta que culmine su licencia de maternidad y estado de lactancia; b) la afiliación inmediata al Sistema General de Seguridad Social Integral; c) el pago de salarios y  prestaciones sociales dejadas de percibir desde el momento del despido injustificado hasta la fecha de reincorporación y d) la cancelación de la sanción descrita en la Ley 361 de 1997 artículo 26 (Ley Clopatofsky) y vii) que sea verificado el expediente y sus actuaciones judiciales frente a lo antes enunciado  (Fls. 1-17).

2.2.  Allegó con el escrito introductorio de la demanda las pruebas que pretende hacer valer (Fls. 18-52).

2.3. La presente demanda de tutela había sido repartida al Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, pero como este Despacho profirió sentencia de segunda instancia ante la impugnación formulada por la señora Ana Carina Herrera Miranda en contra del fallo del 14 de enero de 2019, decidió remitir las diligencias a esta Sala para su conocimiento (Fl. 55).

2.4. Mediante auto del 14 de marzo de 2019, se admitió la acción de tutela instaurada por la señora Herrera Miranda y se ordenó correr traslado  de la misma al Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, a la Comercializadora El Santuario y a la EPS Salud Total,  para que se integrara el litisconsorcio necesario  (Fl. 57).
3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1. EPS SALUD TOTAL
Informó que la señora Ana Carina Herrera Miranda, identificada con permiso especial de permanencia No.942565701111988, se encuentra afiliada a esa entidad en calidad de cotizante del régimen contributivo dese el 05/03/2018 y su estado es “suspendida” y cuenta con 22 semanas de afiliación.

Señaló que revisada la demanda de tutela, advierte que no se encuentran relaciones laborales registradas en las bases de datos de la entidad entre la actora y la empresa Comercializadora El Santuario.

Consideró que de acuerdo a las pretensiones de la accionante, esa EPS no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la misma, de tal manera, que no está legitimada en la causa por pasiva y en tal virtud, solicitó la desvinculación del presente trámite constitucional (Fl. 64-69).  

3.2. Los despachos vinculados y la empresa Comercializadora El Santuario no se pronunciaron frente a la demanda de tutela.
3.3. Obra constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta de la conversación telefónica que sostuvo con el Secretario del Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, quien informó que el expediente contentivo de la acción de tutela interpuesto por la señora Ana Carina Herrera Miranda, bajo el radicado No.661703104001201900017, se encuentra pendiente de ser enviado a la Corte Constitucional para su eventual revisión, junto con otros cuadernos que fueron relacionados en la planilla de correo de hoy (Fl. 74).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si la acción de tutela es procedente para cuestionar fallos proferidos en procesos de la misma naturaleza y, en caso afirmativo, si la autoridad judicial accionada y las vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la señora Carina Herrera Miranda, que amerite la concesión del amparo.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.4. La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…” 
 

4.6. Procedencia excepcional de la tutela

La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.

Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es el factor fundamental para poder examinar en sede constitucional la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.   
4.7.  Ahora bien, para determinar la procedencia o no de la acción constitucional contra providencias judiciales, debe verificarse lo siguiente, según jurisprudencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 en la que exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: 

(i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv) Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.8.  Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado que no procede la acción de tutela cuando sea en contra de sentencias de tutela y frente a este asunto la Corte Constitucional en la Sentencia SU-627 de 2015
 precisó lo siguiente:

(a) “Si la acción de tutela se dirige contra la sentencia de tutela, la regla general es la de que no procede”.

(b) “Esta regla no admite ninguna excepción cuando la sentencia ha sido proferida por la Corte Constitucional, sea por su Sala Plena o sea por sus Salas de Revisión de Tutela. En este evento solo procede el incidente de nulidad de dichas sentencias, que debe promoverse ante la Corte Constitucional”.

(c) “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit);  y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación”.

4.9.  DEL CASO EN CONCRETO

4.9.1. En el presente asunto, el reclamo constitucional presentado por la señora Ana Carina Herrera Miranda está encaminado a que se verifique la existencia de una vía de hecho por falta de motivación y desconocimiento de las pruebas allegadas en la decisión tomada el 14 de enero de 2019 por el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas cuando declaró improcedente la demanda de tutela incoada por la señora Herrera Miranda en contra de la empresa Comercializadora El Santuario.
4.9.2.  Si bien es cierto la actora no hizo mención alguna frente a lo decidido en segunda instancia, debe tenerse en cuenta que al haber impugnado el fallo que ahora es objeto de inconformidad, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas en la sentencia del 20 de febrero de 2019 resolvió revocarlo para en su lugar, no tutelar los derechos fundamentales invocados por la actora ante la inexistencia de vulneración de los mismos.

4.9.3. El artículo 230 de la Constitución Nacional señala “los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley”, por lo que  la acción de tutela tiene que ser fallada con fundamento en las normas jurídicas aplicables dependiendo del asunto que se esté tratando con el fin de que lo que se decida en la sentencia no contraríe los presupuestos legales y constitucionales. 

4.9.4. Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que  si bien los jueces de tutela pueden incurrir en errores o faltas al momento de pronunciarse en sus fallos, es improcedente utilizar la acción de tutela para atacar una decisión que se profirió en un proceso de esa misma naturaleza.  En tal virtud, en  la Sentencia SU-1219 del 21 de noviembre de 2001, dicho Tribunal señaló que excepcionalmente es viable interponer una acción de tutela cuando en el trámite o procedimiento de una anterior el funcionario judicial ha incurrido en vías de hecho y si el presunto defecto es de fondo y se materializa en el fallo de la acción de tutela, contra esa providencia no es procedente interponer posteriormente otra acción de tutela, toda vez que el mecanismo jurídico idóneo establecido para analizar la constitucionalidad de una sentencia de tutela es únicamente la revisión a cargo de esa Corporación, según lo dispuesto en la sentencia de unificación antes referida, así:
“Los jueces de tutela también pueden incurrir en arbitrariedades inexcusables al proferir una sentencia de tutela, que sitúan su conducta en los extramuros del derecho. Frente a esta posibilidad la persona no debe quedar inerme. En este evento, el ordenamiento jurídico colombiano ha establecido un mecanismo de control para evitar la vulneración de los derechos fundamentales mediante sentencias de tutela, en nombre de la defensa de los mismos (…).

El mecanismo constitucional diseñado para controlar las sentencias de tutela de los jueces constitucionales que conocen y deciden sobre las acciones de tutela, por decisión del propio Constituyente, es el de la revisión por parte de la Corte Constitucional. Esta regulación, no sólo busca unificar la interpretación constitucional en materia de derechos fundamentales sino erigir a la Corte Constitucional como máximo tribunal de derechos constitucionales y como órgano de cierre de las controversias sobre el alcance de los mismos. Además, excluye la posibilidad de impugnar las sentencias de tutela mediante una nueva acción de tutela – bajo la modalidad de presuntas vías de hecho - porque la Constitución definió directamente las etapas básicas del procedimiento de tutela y previó que los errores de los jueces de instancia, o inclusive sus interpretaciones de los derechos constitucionales, siempre pudieran ser conocidos y corregidos por un órgano creado por él – la Corte Constitucional – y por un medio establecido también por él – la revisión.”
 “(…) El afectado e inconforme con un fallo en esa jurisdicción, puede acudir ante la Corte Constitucional para solicitar su revisión.11 En el trámite de selección y revisión de las sentencias de tutela la Corte Constitucional analiza y adopta la decisión que pone fin al debate constitucional. Este procedimiento garantiza que el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional conozca la totalidad de las sentencias sobre la materia que se profieren en el país y, mediante su decisión de no seleccionar o de revisar, defina cuál es la última palabra en cada caso. Así se evita la cadena de litigios sin fin que se generaría de admitir la procedencia de acciones de tutela contra sentencias de tutela, pues es previsible que los peticionarios intentarían ejercerla sin límite en busca del resultado que consideraran más adecuado a sus intereses lo que significaría dejar en la indefinición la solicitud de protección de los derechos fundamentales. La Corte Constitucional, como órgano de cierre de las controversias constitucionales, pone término al debate constitucional, e impide mantener abierta una disputa que involucra los derechos fundamentales de la persona, para garantizar así su protección oportuna y efectiva (artículo 2 C.P.).

Además, de aceptarse que la tutela procede contra sentencias de tutela ésta perdería su efectividad como mecanismo de acceso a la justicia para amparar los derechos fundamentales. El derecho a acceder a la justicia no comprende tan sólo la existencia formal de acciones y recursos sino ante todo que las personas puedan obtener de los jueces una decisión que resuelva las controversias jurídicas conforme a derecho. Si la acción de tutela procediera contra fallos de tutela, siempre sería posible postergar la resolución definitiva de la petición de amparo de los derechos fundamentales, lo cual haría inocua ésta acción y vulneraría el derecho constitucional a acceder a la justicia. La Corte Constitucional tiene la misión institucional de impedir que ello ocurra porque lo que está en juego no es nada menos que la efectividad de todos los derechos constitucionales, la cual quedaría indefinidamente postergada hasta que el vencido en un proceso de tutela decidiera no insistir en presentar otra tutela contra el fallo que le fue adverso para buscar que su posición coincida con la opinión de algún juez. En este evento, seguramente el anteriormente triunfador iniciará la misma cadena de intentos hasta volver a vencer.” (Subrayas propias)
4.9.5. Significa lo anterior, que no es procedente la presente demanda de tutela para cuestionar lo decidido por los jueces accionados, toda vez que el mecanismo idóneo para que se verifique si hubo o no una vía de hecho por defecto sustantivo por indebida interpretación de una norma legal laboral al haberse dado por finiquitado el contrato laboral entre la actora y la empresa Comercializadora El Santuario, a sabiendas de que la señora Herrera Miranda se encontraba en estado de gravidez, es solicitar su revisión a la Corte Constitucional según el precedente citado.
4.9.6. Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia  T-353 de 2012, reiterando lo afirmado en la SU-1219 de 2001, manifestó que las decisiones que se tomen en el trámite de una acción de tutela,  no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, de la siguiente manera:
“La Corte ha admitido la posibilidad de interponer acciones de tutela contra actuaciones judiciales arbitrarias, incluso, actuaciones arbitrarias de jueces de tutela, pero nunca con respecto a sentencias de tutela, sino con relación a incidentes de desacato, o contra autos emitidos en el curso del proceso de tutela. A partir de la Sentencia SU-1219 de 2001, la Sala Plena de esta Corporación unificó su posición frente a este tema, precisando que las sentencias de tutela, y en general las decisiones que se tomen en el trámite de estos procesos, no pueden ser objeto de controversia constitucional mediante la formulación de una nueva solicitud de amparo, ya que tal proceder, además de mutar la naturaleza jurídica de la acción de tutela, haría que los conflictos jurídicos que se discuten en esa sede tuvieran un carácter indefinido, lo cual atenta no solo contra los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada, sino que también genera un grave perjuicio al goce efectivo y real de los derechos constitucionales que la tutela se encamina a garantizar de manera cierta, estable y oportuna”. (Subrayas fuera del texto original)
4.9.7. Es indiscutible que la accionante no puede acudir a la solicitud de amparo constitucional para cuestionar decisiones judiciales proferidas dentro de un procedimiento antecedente de la misma índole, toda vez que es la Corte Constitucional el juez natural competente para revisar en instancia definitiva tal procedimiento, máxime que el expediente correspondiente a la acción de tutela presentada por la señora Ana Carina Herrera Miranda en contra de la Comercializadora El Santuario y que fue fallada por los jueces demandados se encuentra en trámite para ser enviada a la Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo previsto en el artículo 33 del Decreto 2591 de 1991.
4.9.8.  Adicionalmente, esta Sala resalta que si la accionante considera que los jueces demandado y vinculado erraron en la interpretación y resolución de la acción de tutela instaurada en contra de la Comercializadora El Santuario al no haber amparado sus garantías constitucionales, en especial el de la estabilidad laboral reforzada, puede acudir a los medios de control respectivos ante la jurisdicción laboral y presentar las pruebas pertinentes, por ser tal mecanismo el escenario idóneo para hacer valer sus prerrogativas de  tal índole.
4.9.9. En virtud del principio de la autonomía e independencia de la función judicial consagrada en el artículo 228 de la Constitución Nacional, el estudio del asunto puesto en conocimiento por parte de la accionante implicaría desconocer y pretermitir las determinaciones que en  ejercicio de su competencia emitieron los funcionarios accionados cuando actúan como jueces constitucionales en el trámite correspondiente a la tutela, legalmente previsto en el Decreto 2591 de 1991 y, abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de esta herramienta, el estudio de la naturaleza de las decisiones proferidas.
4.9.10. Conforme a los preceptos normativos y jurisprudenciales relacionados a lo largo de este proveído, que esta Sala concluye que no procede el amparo invocado por cuanto el accionante puede acudir ante el máximo órgano de la jurisdicción Constitucional a reclamar la revisión del trámite de tutela que ahora ataca.  Por lo tanto, la presente acción no está llamada a prosperar.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR improcedente la acción de tutela incoada por la señora Ana Carina Herrera Miranda en contra del Juzgados 2º Penal Municipal de Dosquebradas y las demás entidades que fueron vinculadas a este trámite constitucional.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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